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EXPEDIENTE N°:  250002342000201800234             

DEMANDANTE:     SECRETARIA DE HACIENDA -FONDO PENSIONAL TERRITORIAL DE 

BOYACA  

DEMANDADO:            UGPP 

MAGISTRADO:            ALBA LUCIA BECERRA AVELLA 

 

 

Hoy jueves, 14 de enero de 2021, el Oficial Mayor de la Subsección “D”, deja 

constancia que se fija en la página web de la Rama Judicial, el escrito de excepciones 

contenido en la contestación de demanda presentada por el apoderado de UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL. En consecuencia se fija por el término 

de un (1) día, así mismo, vencido el día de fijación, se mantendrá en la Secretaría de la 

Subsección “D”, a disposición de la parte contraria, por el término de tres (03) días. 

 

Lo anterior en virtud del art. 175, parágrafo 2 del C.P.A.C.A.  

 

 

 
 

 

 
 
 



 

Señores 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO - ORAL SECCION SEGUNDA 

M.P. LUIS ALBERTO ALVAREZ PARRA 

 

PROCESO:  25000234200020180023400 

DEMANDANTE:  DEPARTAMENTO DE BOYACÁ 

CAUSANTE:           JOSE CRISANTO SOLANO  C.C. 4.125.242   

DEMANDADO:  Unidad Administrativa Especial De Gestión Pensional 

Y Contribuciones Parafiscales - Ugpp 

Asunto: Contestación de la demanda. 

 

 

LAURA NATALI FEO PELÁEZ abogado(a) en ejercicio, identificado(a) como 

aparece al pie de mi correspondiente firma, en mi calidad de apoderado(a) 

sustituto de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL – UGPP, de acuerdo al poder de sustitución otorgado por el Dr. 

OMAR ANDRÉS VITERI DUARTE, en su calidad de apoderado especial, 

conforme consta en el poder que al efecto adjunto a la presente, cordialmente 

solicito al Despacho reconocerme personería para actuar de acuerdo al poder 

adjunto y estando dentro del término de la oportunidad procesal, de manera 

respetuosa me permito dar contestación a la demanda propuesta dentro del 

proceso de la referencia instaurado contra mi representada, para que mediante 

sentencia que haga tránsito a cosa juzgada se absuelva a mi representada de 

todas y cada una de las pretensiones propuestas en la demanda y se condene 

en costas a la demandante. 

 

NATURALEZA JURÍDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA, 

REPRESENTACIÓN LEGAL Y DOMICILIO. 

 

La UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL -UGPP -, es 

una entidad Pública del orden Nacional, con domicilio en la Ciudad de Bogotá. 

 

El poder para efectos de la representación legal es otorgado por parte del Dr. 

LUIS MANUEL GARAVITO MEDINA, en su calidad de Director Jurídico de la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL -UGPP -, 

conforme las facultades establecidas en el numeral 1 del artículo 11 del 

decreto 575 del 22 de marzo de 2013, modificado por el Decreto 681 del 26 de 

abril de 2017, y de apoderado de conformidad con la Escritura Publica No. 

0604 del 12 de febrero de 2020, suscrita en la Notaría 73 del Circulo de 

Bogotá. 

 

El domicilio principal es la ciudad de Bogotá D.C., Av. Carrera 68 No. 13 – 37, 

correo: notificacionesjuidicialesugpp@ugpp.gov.co 

 

A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 

FRENTE A LAS PRETENSIONES 1, 2, 3, 4, 5 y 6 Me opongo a la prosperidad 

de dichas pretensiones teniendo en cuenta que no es procedente la 

declaratoria de nulidad de las resoluciones demandas, en las cuales se 

establece el cobro de la cuota parte pensional, ya que las mismas se 

encuentran ajustadas a derecho por reunir los requisitos y procedimientos 

consagrados en la ley para su nacimiento a la vida jurídica, de igual manera los 
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actos administrativos son expedidos por la autoridad competente para 

gestionar el cobro de la misma.  

La cuota parte pensional es un mecanismo de soporte financiero de la pensión 

que obedece a un sistema de concurrencia para entidades públicas y que 

permite el recobro a las demás entidades obligadas al pago a prorrata del 

tiempo laborado o los aportes efectuados, como derecho a favor de la entidad 

que ha reconocido y pagado la prestación pensional.   

Este sistema fue incorporado al ordenamiento jurídico antes de la entrada en 

vigor de la Ley 100 de 1993, no obstante, la misma no hizo exclusión de éste 

ni de la regulación que existía en precedencia, al respecto, la Sentencia T – 

235 de 2002 manifestó: 

 

(…)“La ley 100 de 1993 no excluye  a las cuotas partes como 

soporte financiero.  En efecto, la ley 100 de 1993, en el capítulo 

“Traslado entre regímenes - bonos pensiónales -“, en los artículos  

121, 122 y 124, habla expresamente de “Bonos pensiónales y 

cuotas partes a cargo de la Nación”, “Fondos para pago de cuotas 

partes y bonos pensiónales de las Cajas, Fondos o Entidades 

Públicas no sustituidos por el Fondo de pensiones públicas del 

nivel nacional” y “Fondos para pago de cuotas partes y bonos 

pensiónales de las Empresas que tienen a su cargo exclusivo las 

pensiones de sus empleados”. Significa lo anterior que la  ley 100  

estableció el mecanismo de los bonos, pero no excluyó, en 

determinadas situaciones, el método que antes de su vigencia se 

empleaba de distribuir la mesada  por cuotas partes entre las 

entidades que en la vida laboral del jubilado recibieron 

cotizaciones. No podía excluir las cuotas partes porque  por ley 

está reconocido el régimen de transición.”(…) 

 

En concordancia con lo anterior, se tiene que la Ley 100 de 1993 en su artículo 

126, reconoce la importancia de las cuotas partes pensionales como soporte 

financiero precisando que estas tienen carácter de créditos privilegiados:  

(…)“Los créditos causados o exigibles por concepto de los bonos y 

cuotas partes de que trata este capítulo, pertenecen a la primera 

clase del artículo 2495 del Código Civil y tienen el mismo privilegio 

que los créditos por concepto de salarios, prestaciones sociales o 

indemnizaciones laborales.”(…) 

 

Teniendo en cuenta lo citado en precedencia, la Ley 71 de 1988 en su artículo 

7 dispone:  

(…)“ A partir de la vigencia de la presente ley, los empleados 

oficiales y trabajadores que acrediten veinte (20) años de aportes 

sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de 

las entidades de previsión social que hagan sus veces, del orden 

nacional, departamental, municipal, intendencial, comisarial o 

distrital y en el Instituto de los Seguros Sociales, tendrán derecho 

a una pensión de jubilación siempre que cumplan sesenta (60) 

años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o 

más si es mujer. 

El Gobierno Nacional reglamentará los términos y condiciones 

para el reconocimiento y pago de esta prestación y determinará 
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las cuotas partes que correspondan a las entidades involucradas” 

(…) 

Descendiendo al caso objeto de la litis se tiene que el señor JOSE CRISANTO 

SOLANO, estuvo vinculado al Departamento de Boyacá en calidad de 

trabajador oficial, prestando sus servicios en el periodo comprendido entre el 7 

de febrero de 1978 al 14 de abril de 1983, de ese periodo conforme consta en 

Certificado de información laboral No. 02 0-16 del 19 de enero de 2016, 

expedido por la Gobernación de Boyacá, y en el cual se señaló que los tiempos 

fueron cotizados y cargados al DEPARTAMENTO DE BOYACÁ.  

Así las cosas, es innegable que la obligación de pagar la cuota parte pensional 

se encuentra en cabeza del Departamento de Boyacá por haber fungido como 

empleador en el periodo de tiempo que el señor CRISANTO SOLANO presto sus 

servicios. Además también se aportó a éste a través de la Caja de Previsión 

Departamental de Boyacá y lo cual se evidencia en el certificado expedido por 

él mismo.  

Ahora bien, el artículo 11 del Decreto 2709 de 1994, regula el procedimiento 

para realizar el cobro de la cuota parte pensional (…)” Todas las entidades de 

previsión social a las que un empleado haya efectuado aportes para obtener 

esta pensión tienen la obligación de contribuirle a la entidad de previsión 

pagadora de la pensión con la cuota parte correspondiente. 

Para el efecto de las cuotas partes a cargo de las demás entidades de 

previsión, la entidad pagadora notificará el proyecto de liquidación de la 

pensión a los organismos concurrentes en el pago de la pensión, quienes 

dispondrán del término de quince (15) días hábiles para aceptarla u objetarla, 

vencido el cual, si no se ha recibido respuesta, se entenderá aceptada y se 

procederá a expedir la resolución definitiva de reconocimiento de la pensión.  

La cuota parte a cargo de cada entidad de previsión será el valor de la pensión 

por el tiempo aportado a esta entidad, dividido por el tiempo total de 

aportación.” (…) 

Teniendo en cuenta las normas en cita y dando su aplicación al caso que nos 

ocupa, la UGPP cumplió de manera cabal con el procedimiento exigido por la 

norma a fin de determinar la cuota parte pensional.  En primera medida, le dio 

a conocer el Proyecto de Resolución al Departamento de Boyacá, el cual se le 

notificó el día 17 de marzo de 2016, en ese sentido, el mismo disponía de un 

término de quince días para objetar el proyecto, atendiendo a la fecha de 

notificación, el término se venció el día 12 de abril de la misma anualidad, pero 

la objeción se radico el día 16 de abril de 2016, es decir, días después al 

vencimiento del término estipulado legalmente, por lo que se configuró el 

silencio administrativo positivo y en esa medida la consecuencia legal es la 

aceptación de la entidad territorial a la cuota parte pensional, en los términos 

de la norma en cita. 

De otra perspectiva, se tiene que el demandante aduce que no es el llamado a 

pagar la cuota parte pensional del señor JOSE CRISANTO SOLANO, argumenta 

que en aplicación de las disposiciones del Decreto 378 de 1976 sería el FONDO 

EDUCATIVO REGIONAL, el llamado a concurrir.  

No obstante, y como se mencionó anteriormente, el DEPARTAMENTO DE 

BOYACÁ, emitió el Certificado de información laboral No. 02 0-16 del 19 de 

enero de 2016 en el cual se evidencia que el señor CRISANTO SOLANO, estuvo 

vinculado en calidad de trabajador oficial, prestando sus servicios en el periodo 

comprendido entre el 7 de febrero de 1978 al 14 de abril de 1983, y en el cual 



 

se señaló que los tiempos fueron cotizados y cargados al DEPARTAMENTO. En 

esa medida la cuota parte pensional asignada le corresponde al mismo por 

haber ostentado la calidad de empleador y por haberse cotizado y cargado los 

tiempos de servicio a él.  

En cuanto al factor salarial de prima de servicios especiales, es importante 

indicar que el señor JOSE CRISANTO SOLANO estuvo vinculado a la RAMA 

JUDICIAL en el periodo de tiempo comprendido desde el año 1993 hasta el año 

2015, en esa medida, para realizar la liquidación de la pensión a la que tiene 

derecho, se le incluyeron la totalidad de los factores salariales devengados en 

vigencia de todas sus vinculaciones laborales, entre ellos, la prima especial de 

servicios dispuesta en el Decreto 546 de 1971. No obstante, al Departamento 

de Boyacá solo se le impuso la cuota parte pensional en relación con el tiempo 

de servicio prestado en el mismo y la inclusión del mencionado factor salarial 

obedece al objetivo de la cuota parte pensional como sistema de concurrencia.  

Es pertinente manifestar que el Departamento de Boyacá mediante oficio 

radicado No. S – 2019 – 000273 – HACDPP el día 22 de marzo de 2019, 

manifestó “Por medio de la presente manifestamos que una vez revisado el 

estado de deuda que tiene con la UGPP con corte a 31 de diciembre del 2018; 

queda claro que efectivamente existe un saldo pendiente por resolver de los 

pensionados: Solano Jiménez Jose Crisanto CC No. 4.125.242, Pineda Monroy 

Mariela CC No. 23.924.681 y Piraquive Sierra Fabio Orlando CC No. 

19.191.247; el cual está sujeto al concepto que se dé por parte de su entidad 

tal como lo manifiesta en el comunicado con radicado No. 2019142002029841 

de fecha 14/03/2019 y/o que se defina por medio de los procesos jurídicos 

iniciados.” 

De lo anterior se evidencia que el Departamento de Boyacá admitió por medio 

del comunicado anteriormente referido, así como también en el escrito de 

demanda que existía un saldo pendiente y que se atendría al concepto que 

emitiera la UGPP, al ser la entidad competente para determinar la suerte de los 

mencionados saldos; en esa medida no es el proceso de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho el llamado a corregir la postura de la Entidad 

Territorial al considerar ésta que aunque haya aceptado inicialmente la cuota 

parte pensional, no tiene la obligación de seguir respondiendo por la misma, 

pues como ya se expuso en precedencia, esta obligación si le corresponde en 

consideración a que este fungió como su empleador para el periodo de tiempo 

en que prestó sus servicios el señor CRISANTO SOLANO al Departamento de 

Boyacá. 

Teniendo en cuenta lo anteriormente expuesto, solicito de forma respetuosa al 

despacho no acceder a las pretensiones de la demanda y en consecuencia no 

declarar la nulidad de las resoluciones demandadas, pues estas se encuentran 

ajustadas a derecho, debidamente motivadas, emitidas por la autoridad 

competente y debidamente adecuadas a los procedimientos legalmente 

dispuestos. 

FRENTE A LA PRETENSION CONDENATORIA 7: Me opongo, teniendo en 

cuenta que, tal y como se argumentó en precedencia, las pretensiones de la 

demanda están llamadas a no prosperar, razón por la cual no habrá lugar a 

condena en costas a la entidad que represento, a contrario debe ser absuelta 

de todas las pretensiones de la demanda y ser la parte demandante la 

condenada en costas y agencias en derecho. 

 

PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LOS HECHOS 

 



 

1. Es cierto.  

2. Es cierto.  

3. Es cierto.  

4. No es cierto, la UGPP impuso la cuota parte pensional sobre el 

Departamento de Boyacá conforme al certificado emitido por él mismo 

en donde constan la vinculación del causante con el demandante y en la 

cual se determina que dichos periodos fueron cotizados y cargados al 

Departamento a través del Fondo Pensional Territorial de Boyacá. En 

cuanto a los factores salariales, se incluyeron todos los factores 

salariales devengados por el pensionado a fin de realizar la liquidación 

de su prestación, incluida la prima especial de servicios por haber estado 

vinculado a la Rama jurisdiccional.  

5. No es cierto, toda vez que debe verificarse la notificación realizada por 

mi poderdante conforme al expediente administrativo.  

6. No es cierto, toda vez que debe verificarse el oficio realizado por mi 

poderdante conforme al expediente administrativo.  

7. Es cierto.  

8. Es cierto. 

9. Es cierto.  

10.No se trata de un hecho, sino de una manifestación por parte del 

accionante.  

11.No es cierto, para la liquidación de la prestación es necesario que se 

incorporen todos los factores salariales devengados por el causante 

durante su vida laboral.  

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Ley 77 de 1988 

ARTÍCULO 7 (…)“ A partir de la vigencia de la presente ley, los empleados 

oficiales y trabajadores que acrediten veinte (20) años de aportes sufragados 

en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de 

previsión social que hagan sus veces, del orden nacional, departamental, 

municipal, intendencial, comisarial o distrital y en el Instituto de los Seguros 

Sociales, tendrán derecho a una pensión de jubilación siempre que cumplan 

sesenta (60) años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o 

más si es mujer. 

El Gobierno Nacional reglamentará los términos y condiciones para el 

reconocimiento y pago de esta prestación y determinará las cuotas partes que 

correspondan a las entidades involucradas”  

Decreto 2709 de 1994  

ARTÍCULO 11 (…)” Todas las entidades de previsión social a las que un 

empleado haya efectuado aportes para obtener esta pensión tienen la 

obligación de contribuirle a la entidad de previsión pagadora de la pensión con 

la cuota parte correspondiente. 

Para el efecto de las cuotas partes a cargo de las demás entidades de 

previsión, la entidad pagadora notificará el proyecto de liquidación de la 

pensión a los organismos concurrentes en el pago de la pensión, quienes 

dispondrán del término de quince (15) días hábiles para aceptarla u objetarla, 

vencido el cual, si no se ha recibido respuesta, se entenderá aceptada y se 

procederá a expedir la resolución definitiva de reconocimiento de la pensión.  



 

La cuota parte a cargo de cada entidad de previsión será el valor de la pensión 

por el tiempo aportado a esta entidad, dividido por el tiempo total de 

aportación.” (…) 

Sentencia T – 235 de 2002  

(…)“La ley 100 de 1993 no excluye  a las cuotas partes como soporte 

financiero.  En efecto, la ley 100 de 1993, en el capítulo “Traslado entre 

regímenes - bonos pensiónales -“, en los artículos  121, 122 y 124, habla 

expresamente de “Bonos pensiónales y cuotas partes a cargo de la Nación”, 

“Fondos para pago de cuotas partes y bonos pensiónales de las Cajas, Fondos 

o Entidades Públicas no sustituidos por el Fondo de pensiones públicas del nivel 

nacional” y “Fondos para pago de cuotas partes y bonos pensiónales de las 

Empresas que tienen a su cargo exclusivo las pensiones de sus empleados”. 

Significa lo anterior que la  ley 100  estableció el mecanismo de los bonos, 

pero no excluyó, en determinadas situaciones, el método que antes de su 

vigencia se empleaba de distribuir la mesada  por cuotas partes entre las 

entidades que en la vida laboral del jubilado recibieron cotizaciones. No podía 

excluir las cuotas partes porque  por ley está reconocido el régimen de 

transición.”(…) 

 

LEY 100 DE 1993  

Artículo 126 “Los créditos causados o exigibles por concepto de los bonos y 

cuotas partes de que trata este capítulo, pertenecen a la primera clase del 

artículo 2495 del Código Civil y tienen el mismo privilegio que los créditos por 

concepto de salarios, prestaciones sociales o indemnizaciones laborales.”(…) 

Corte Constitucional en Sentencia C-895 de 2009, Magistrado Ponente 

Jorge Iván Palacio Palacio  

“Las cuotas partes constituyen el soporte financiero para la seguridad social en 

pensiones, sustentado en el concepto de concurrencia, en tanto que el recobro 

es un derecho crediticio a favor de la entidad que ha reconocido y pagado una 

mesada pensional, la que a su vez puede repetir contra las demás entidades 

obligadas al pago a prorrata del tiempo laborado o de los aportes efectuados.” 

 

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

cuarta, Radicación número: 52001-23-33-000-2014-00200-01(22116) 

MP. Milton Chavés García 

El procedimiento que debe adelantarse para el recobro de las cuotas partes 

pensionales es el establecido por el artículo 2 del Decreto 2921 de 1948 y la 

Ley 1066 de 2006 , según las cuales la Caja de Previsión Social que reciba la 

solicitud de pago de una pensión compartida, debe elaborar un proyecto de 

resolución y comunicarlo a las otras entidades obligadas a contribuir en el pago 

de las mesadas pensionales, para que planteen sus observaciones y 

objeciones. Una vez agotado el procedimiento puede conformarse el título 

ejecutivo de las cuotas partes pensionales que da lugar al cobro. La Sala ha 

señalado que el título ejecutivo idóneo para el cobro de cuotas partes 

pensionales está conformado por (i) el acto administrativo en el que se 

reconoce el derecho a la pensión, y (ii) el acto administrativo que liquide las 

cuotas partes pensionales respecto de las mesadas pensionales causadas y 

pagadas que no estén prescritas. (…) Entonces, para que el cobro ejecutivo de 

las cuotas partes pensionales pudiera llevarse a cabo, debió integrarse un 

título ejecutivo conformado por la resolución que reconoce el derecho a la 

pensión, y el acto administrativo que liquida las cuotas partes pensionales 
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respecto de las mesadas pensionales causadas y pagadas que no estén 

prescritas, expedidas conforme al procedimiento establecido por la ley. Para el 

caso de las cuotas partes pensionales a cargo de las entidades públicas, no 

basta con la presentación de una liquidación certificada de la deuda, en los 

términos del artículo 24 de la ley 100 de 1993 , comoquiera que para ello debe 

agotarse un procedimiento especial, para conformar un título ejecutivo 

compuesto por los documentos antes reseñados, que den plena cuenta del 

carácter claro, expreso y exigible de las cuotas partes pensionales objeto de 

cobro. 

Pido al Señor Juez se sirva declarar probadas las siguientes excepciones a 

favor de la parte demandada: 

 

EXCEPCIÓN PREVIA 

 

1. INEPTITUD DE LA DEMANDA POR FALTA DE REQUISITOS 

FORMALES - CADUCIDAD DE LA ACCIÓN  

 

La excepción se prueba teniendo en cuenta las resoluciones base del presente 

litigio y la notificación de las mismas. En primer lugar se encuentra la 

resolución RDP 31966 del 30 de agosto de 2016, por medio de la cual se 

reconoce y ordena el pago de una pensión mensual vitalicia de vejez, para esta 

la acción caducó en el mes de enero de 2017 teniendo en cuenta la fecha de 

notificación. 

Ahora bien, dentro de las pretensiones el demandante solicita la nulidad de los 

auto ADP 1189 del 15 de febrero de 2017 y el ADP 2981 del 24 de abril de 

2017 y toma estos autos como la base para demandar las resoluciones 

mencionadas con anterioridad. No obstante, no es procedente ya que estos 

autos no son demandables por la vía de nulidad por tratarse de autos de 

trámite, pues esta se emitió con el objetivo de dar respuesta a la objeciones 

radicadas el 14 de septiembre de 2016 y 14 de marzo de 2017 por el 

Departamento de Boyacá, pero que no podían ya ser consideradas teniendo en 

cuenta que el término para presentar estas es de quince días con posterioridad 

a la notificación del proyecto de resolución, mismo que se venció antes de 

interponerla y por lo que se configuró el silencio administrativo positivo.  

Con ocasión de la anterior manifestación realizada mediante oficio, mi 

representada emitió los auto ADP 1189 del 15 de febrero de 2017 y el ADP 

2981 del 24 de abril de 2017. Sin embargo, esta defensa considera que esta 

última solicitud incoada por el Departamento de Boyacá configura una 

maniobra procesal a fin de revivir los términos de caducidad que se encuentran 

dispuestos en el artículo 138 del C.P.A.C.A. en esa medida no es predicable la 

nulidad de las resoluciones, pues se vulneraría el objetivo de la institución de 

la caducidad, que según lo manifestado por el Consejo de Estado en Sentencia 

del 25 de febrero de 2016, radicado 11001-03-15-000-2016-00059-00, 

Consejero Ponente Gerardo Arenas Monsalve  (…)“Este fenómeno jurídico está 

fundamentado en la necesidad de señalar un plazo objetivo, sin considerar 

situaciones personales; es invariable para que aquella persona que considere 

que un acto administrativo vulnera su derecho, independientemente si ésta 

opta por demandar o no” (…), en ese mismo sentido el consejo de estado en 

sentencia del 26 de marzo de 2009, Rad No. 08001-23-31-000-2003-02500-

01(1134-2007) Consejero Ponente Gerardo Arenas Monsalve  manifiesta (…) 

“El derecho al acceso a la administración de justicia, garantizado con el 

establecimiento de diversos procesos y jurisdicciones, conlleva el deber de un 

ejercicio oportuno, razón por la cual, se han establecido legalmente términos 



 

de caducidad para racionalizar el ejercicio del derecho de acción, so pena de 

que las situaciones adquieran firmeza y no puedan ser ventiladas en vía 

judicial.”(…) 

Teniendo en cuenta lo manifestado por el Consejo de Estado, se evidencia que 

la caducidad supone un ejercicio oportuno de la acción, en esos términos en el 

caso que nos ocupa el Departamento de Boyacá no hizo presentación en 

tiempo de la acción y pretende que con presentar una nueva solicitud 

reiterando lo manifestado anteriormente se renueven los términos. 

Siguiendo la línea del Consejo de Estado en Sentencia del 6 de agosto de 

2009, Rad No. 25000-23-25-000-2005-03749-01(1267-07), Consejero 

Ponente Víctor Hernando Alvarado Ardila, este señala “La fijación de un 

término dentro del cual es posible ejercer el derecho de acción se constituye 

en un instrumento que salvaguarda la seguridad jurídica y la estabilidad de las 

relaciones entre individuos, y entre estos y el Estado. El derecho al acceso a la 

administración de justicia, garantizado con el establecimiento de diversos 

procesos y jurisdicciones, conlleva el deber de un ejercicio oportuno, razón por 

la cual, se han establecido legalmente términos de caducidad para racionalizar 

el ejercicio del derecho de acción, so pena de que las situaciones adquieran 

firmeza y no puedan ser ventiladas en vía judicial” 

Así las cosas, se tiene que la institución de la caducidad tiene como uno de sus 

objetivos la seguridad jurídica. En el caso que nos ocupa acceder a las 

pretensiones de la demanda e incluso continuar con el litigio implicaría una 

vulneración a la misma, pues dejaría como precedente que basta con la 

presentación de una nueva solicitud que implique la emisión de una nueva 

resolución con la que se pretenda la declaratoria de nulidad de resoluciones 

para las cuales la acción ya caducó con anterioridad y de las cuales se 

originaron efectos jurídicos que adquirieron firmeza.  

 

De otra parte, el Consejo de Estado de ha pronunciado en reiteradas ocasiones 

sobre la resolución que es susceptible de ejercer la acción de nulidad y 

restablecimiento, en este sentido manifiesta que “Sólo procede la demanda de 

nulidad y restablecimiento del derecho contra el acto que consolida la situación 

jurídica del particular” en este caso ese acto es el RDP 31966 del 30 de agosto 

de 2016, mismo para el cual la acción ya caducó.  

 

Sobre un caso similar señaló: 

 

(…) “Es cierto que la jurisprudencia de esta Sección considera 

procedente la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho contra 

los actos administrativos proferidos en el procedimiento de cobro 

coactivo diferentes a los contenidos en los artículos 835 del Estatuto 

Tributario y 101 del CPACA siempre y cuando creen, modifiquen o 

extingan una situación jurídica particular diferente a la ejecución de la 

obligación” (…) 

(…)” La situación jurídica del Departamento de Boyacá fue consolidada 

con la notificación de las resoluciones que negaron la excepción de 

prescripción de las cuotas causadas antes del 23 de julio de 2006, las 

cuales pudieron ser controvertidas por mandato expreso de los artículos 

analizados. Lo anterior demuestra que el Oficio 3110-C12 D18-00181 del 

23 de enero de 2018 no es susceptible de control judicial porque lo que 

en realidad pretende la demanda presentada el 17 de mayo de 2018 es 

controvertir la legalidad de una decisión que causó estado a partir de la 

notificación de la Resolución 030 del 17 de enero de 2011.” (…) 

http://www.articulo20.com.co/sitio/edicion.php?idedicionx=4165&iddi=387459&d=2
http://www.articulo20.com.co/sitio/edicion.php?idedicionx=4165&iddi=387459&d=2
http://www.articulo20.com.co/sitio/edicion.php?idedicionx=4165&iddi=387459&d=2


 

Por lo anteriormente expuesto, solicito al despacho declare la caducidad de la 

acción teniendo en consideración que las situaciones jurídicas que se 

originaron con la emisión de las resoluciones base del litigio ya se encuentran 

en firme y que el ejercicio no oportuno por parte del demandante no es óbice 

para que se genere una situación de inseguridad jurídica. 

2. INDEBIDO AGOTAMIENTO DE LA VÍA ADMINISTRATIVA  

La excepción se encuentra debidamente probada toda vez que la resolución de 

la que se pretende su nulidad y la cual genera un efecto jurídico es la RDP 

31966 del 30 de agosto de 2016, en la que se determinó que la misma era 

susceptible de los recursos de reposición y en subsidio apelación, pero que no 

fueron ejercidos por la parte demandante tal y como lo dispone el artículo 161 

numeral 2 del C.P.A.C.A. en esa medida, no se habrían cumplido los 

requerimientos legales para acceder a la jurisdicción.  

 

EXCEPCIONES DE MERITO  

 

1. LEGALIDAD DE LA ACCIÓN DE COBRO DE LA CUOTA PARTE 

PENSIONAL  

La excepción se encuentra debidamente probada toda vez que La cuota parte 

pensional es un mecanismo de soporte financiero de la pensión que obedece a 

un sistema de concurrencia para entidades públicas y que permite el recobro a 

las demás entidades obligadas al pago a prorrata del tiempo laborado o los 

aportes efectuados, como derecho a favor de la entidad que ha reconocido y 

pagado la prestación pensional.   

Este sistema fue incorporado al ordenamiento jurídico antes de la entrada en 

vigor de la Ley 100 de 1993, no obstante, la misma no hizo exclusión de éste 

ni de la regulación que existía en precedencia, al respecto, la Sentencia T – 

235 de 2002 manifestó: 

 

(…)“La ley 100 de 1993 no excluye  a las cuotas partes como 

soporte financiero.  En efecto, la ley 100 de 1993, en el capítulo 

“Traslado entre regímenes - bonos pensiónales -“, en los artículos  

121, 122 y 124, habla expresamente de “Bonos pensiónales y 

cuotas partes a cargo de la Nación”, “Fondos para pago de cuotas 

partes y bonos pensiónales de las Cajas, Fondos o Entidades 

Públicas no sustituidos por el Fondo de pensiones públicas del 

nivel nacional” y “Fondos para pago de cuotas partes y bonos 

pensiónales de las Empresas que tienen a su cargo exclusivo las 

pensiones de sus empleados”. Significa lo anterior que la  ley 100  

estableció el mecanismo de los bonos, pero no excluyó, en 

determinadas situaciones, el método que antes de su vigencia se 

empleaba de distribuir la mesada  por cuotas partes entre las 

entidades que en la vida laboral del jubilado recibieron 

cotizaciones. No podía excluir las cuotas partes porque  por ley 

está reconocido el régimen de transición.”(…) 

 

En concordancia con lo anterior, se tiene que la Ley 100 de 1993 en su artículo 

126, reconoce la importancia de las cuotas partes pensionales como soporte 

financiero precisando que estas tienen carácter de créditos privilegiados:  

(…)“Los créditos causados o exigibles por concepto de los bonos y 

cuotas partes de que trata este capítulo, pertenecen a la primera 

clase del artículo 2495 del Código Civil y tienen el mismo privilegio 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo_civil.html#2495


 

que los créditos por concepto de salarios, prestaciones sociales o 

indemnizaciones laborales.”(…) 

 

Teniendo en cuenta lo citado en precedencia, la Ley 71 de 1988 en su artículo 

7 dispone:  

(…)“ A partir de la vigencia de la presente ley, los empleados 

oficiales y trabajadores que acrediten veinte (20) años de aportes 

sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de 

las entidades de previsión social que hagan sus veces, del orden 

nacional, departamental, municipal, intendencial, comisarial o 

distrital y en el Instituto de los Seguros Sociales, tendrán derecho 

a una pensión de jubilación siempre que cumplan sesenta (60) 

años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o 

más si es mujer. 

El Gobierno Nacional reglamentará los términos y condiciones 

para el reconocimiento y pago de esta prestación y determinará 

las cuotas partes que correspondan a las entidades involucradas” 

(…) 

Descendiendo al caso objeto de la litis se tiene que el señor JOSE CRISANTO 

SOLANO, estuvo vinculado al Departamento de Boyacá en calidad de 

trabajador oficial, prestando sus servicios en el periodo comprendido entre el 7 

de febrero de 1978 al 14 de abril de 1983, de ese periodo conforme consta en 

Certificado de información laboral No. 02 0-16 del 19 de enero de 2016, 

expedido por la Gobernación de Boyacá, y en el cual se señaló que los tiempos 

fueron cotizados y cargados al DEPARTAMENTO DE BOYACÁ.  

Así las cosas, es innegable que la obligación de pagar la cuota parte pensional 

se encuentra en cabeza del Departamento de Boyacá por haber fungido como 

empleador en el periodo de tiempo que el señor CRISANTO SOLANO presto sus 

servicios. Además también se aportó a éste a través de la Caja de Previsión 

Departamental de Boyacá y lo cual se evidencia en el certificado expedido por 

él mismo.  

Ahora bien, el artículo 11 del Decreto 2709 de 1994, regula el procedimiento 

para realizar el cobro de la cuota parte pensional (…)” Todas las entidades de 

previsión social a las que un empleado haya efectuado aportes para obtener 

esta pensión tienen la obligación de contribuirle a la entidad de previsión 

pagadora de la pensión con la cuota parte correspondiente. 

Para el efecto de las cuotas partes a cargo de las demás entidades de 

previsión, la entidad pagadora notificará el proyecto de liquidación de la 

pensión a los organismos concurrentes en el pago de la pensión, quienes 

dispondrán del término de quince (15) días hábiles para aceptarla u objetarla, 

vencido el cual, si no se ha recibido respuesta, se entenderá aceptada y se 

procederá a expedir la resolución definitiva de reconocimiento de la pensión.  

La cuota parte a cargo de cada entidad de previsión será el valor de la pensión 

por el tiempo aportado a esta entidad, dividido por el tiempo total de 

aportación.” (…) 

Teniendo en cuenta las normas en cita y dando su aplicación al caso que nos 

ocupa, la UGPP cumplió de manera cabal con el procedimiento exigido por la 

norma a fin de determinar la cuota parte pensional.  En primera medida, le dio 

a conocer el Proyecto de Resolución al Departamento de Boyacá, el cual se le 

notificó el día 17 de marzo de 2016, en ese sentido, el mismo disponía de un 



 

término de quince días para objetar el proyecto, atendiendo a la fecha de 

notificación, el término se venció el día 12 de abril de la misma anualidad, pero 

la objeción se radico el día 16 de abril de 2016, es decir, días después al 

vencimiento del término estipulado legalmente, por lo que se configuró el 

silencio administrativo positivo y en esa medida la consecuencia legal es la 

aceptación de la entidad territorial a la cuota parte pensional, en los términos 

de la norma en cita. 

De otra perspectiva, se tiene que el demandante aduce que no es el llamado a 

pagar la cuota parte pensional del señor JOSE CRISANTO SOLANO, argumenta 

que en aplicación de las disposiciones del Decreto 378 de 1976 sería el FONDO 

EDUCATIVO REGIONAL, el llamado a concurrir.  

No obstante, y como se mencionó anteriormente, el DEPARTAMENTO DE 

BOYACÁ, emitió el Certificado de información laboral No. 02 0-16 del 19 de 

enero de 2016 en el cual se evidencia que el señor CRISANTO SOLANO, estuvo 

vinculado en calidad de trabajador oficial, prestando sus servicios en el periodo 

comprendido entre el 7 de febrero de 1978 al 14 de abril de 1983, y en el cual 

se señaló que los tiempos fueron cotizados y cargados al DEPARTAMENTO. En 

esa medida la cuota parte pensional asignada le corresponde al mismo por 

haber ostentado la calidad de empleador y por haberse cotizado y cargado los 

tiempos de servicio a él.  

En cuanto al factor salarial de prima de servicios especiales, es importante 

indicar que el señor JOSE CRISANTO SOLANO estuvo vinculado a la RAMA 

JUDICIAL en el periodo de tiempo comprendido desde el año 1993 hasta el año 

2015, en esa medida, para realizar la liquidación de la pensión a la que tiene 

derecho, se le incluyeron la totalidad de los factores salariales devengados en 

vigencia de todas sus vinculaciones laborales, entre ellos, la prima especial de 

servicios dispuesta en el Decreto 546 de 1971. No obstante, al Departamento 

de Boyacá solo se le impuso la cuota parte pensional en relación con el tiempo 

de servicio prestado en el mismo y la inclusión del mencionado factor salarial 

obedece al objetivo de la cuota parte pensional como sistema de concurrencia.  

Es pertinente manifestar que el Departamento de Boyacá mediante oficio 

radicado No. S – 2019 – 000273 – HACDPP el día 22 de marzo de 2019, 

manifestó “Por medio de la presente manifestamos que una vez revisado el 

estado de deuda que tiene con la UGPP con corte a 31 de diciembre del 2018; 

queda claro que efectivamente existe un saldo pendiente por resolver de los 

pensionados: Solano Jiménez Jose Crisanto CC No. 4.125.242, Pineda Monroy 

Mariela CC No. 23.924.681 y Piraquive Sierra Fabio Orlando CC No. 

19.191.247; el cual está sujeto al concepto que se dé por parte de su entidad 

tal como lo manifiesta en el comunicado con radicado No. 2019142002029841 

de fecha 14/03/2019 y/o que se defina por medio de los procesos jurídicos 

iniciados.” 

De lo anterior se evidencia que el Departamento de Boyacá admitió por medio 

del comunicado anteriormente referido, así como también en el escrito de 

demanda que existía un saldo pendiente y que se atendría al concepto que 

emitiera la UGPP, al ser la entidad competente para determinar la suerte de los 

mencionados saldos; en esa medida no es el proceso de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho el llamado a corregir la postura de la Entidad 

Territorial al considerar ésta que aunque haya aceptado inicialmente la cuota 

parte pensional, no tiene la obligación de seguir respondiendo por la misma, 

pues como ya se expuso en precedencia, esta obligación si le corresponde en 

consideración a que este fungió como su empleador para el periodo de tiempo 



 

en que prestó sus servicios el señor CRISANTO SOLANO al Departamento de 

Boyacá. 

2. CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 

 

La excepción se prueba teniendo en cuenta las resoluciones base del presente 

litigio y la notificación de las mismas. En primer lugar se encuentra la 

resolución RDP 31966 del 30 de agosto de 2016, por medio de la cual se 

reconoce y ordena el pago de una pensión mensual vitalicia de vejez, para esta 

la acción caducó en el mes de enero de 2017 teniendo en cuenta la fecha de 

notificación. 

Ahora bien, dentro de las pretensiones el demandante solicita la nulidad de los 

auto ADP 1189 del 15 de febrero de 2017 y el ADP 2981 del 24 de abril de 

2017 y toma estos autos como la base para demandar las resoluciones 

mencionadas con anterioridad. No obstante, no es procedente ya que estos 

autos no son demandables por la vía de nulidad por tratarse de autos de 

trámite, pues esta se emitió con el objetivo de dar respuesta a la objeciones 

radicadas el 14 de septiembre de 2016 y 14 de marzo de 2017 por el 

Departamento de Boyacá, pero que no podían ya ser consideradas teniendo en 

cuenta que el término para presentar estas es de quince días con posterioridad 

a la notificación del proyecto de resolución, mismo que se venció antes de 

interponerla y por lo que se configuró el silencio administrativo positivo.  

Con ocasión de la anterior manifestación realizada mediante oficio, mi 

representada emitió los auto ADP 1189 del 15 de febrero de 2017 y el ADP 

2981 del 24 de abril de 2017. Sin embargo, esta defensa considera que esta 

última solicitud incoada por el Departamento de Boyacá configura una 

maniobra procesal a fin de revivir los términos de caducidad que se encuentran 

dispuestos en el artículo 138 del C.P.A.C.A. en esa medida no es predicable la 

nulidad de las resoluciones, pues se vulneraría el objetivo de la institución de 

la caducidad, que según lo manifestado por el Consejo de Estado en Sentencia 

del 25 de febrero de 2016, radicado 11001-03-15-000-2016-00059-00, 

Consejero Ponente Gerardo Arenas Monsalve  (…)“Este fenómeno jurídico está 

fundamentado en la necesidad de señalar un plazo objetivo, sin considerar 

situaciones personales; es invariable para que aquella persona que considere 

que un acto administrativo vulnera su derecho, independientemente si ésta 

opta por demandar o no” (…), en ese mismo sentido el consejo de estado en 

sentencia del 26 de marzo de 2009, Rad No. 08001-23-31-000-2003-02500-

01(1134-2007) Consejero Ponente Gerardo Arenas Monsalve  manifiesta (…) 

“El derecho al acceso a la administración de justicia, garantizado con el 

establecimiento de diversos procesos y jurisdicciones, conlleva el deber de un 

ejercicio oportuno, razón por la cual, se han establecido legalmente términos 

de caducidad para racionalizar el ejercicio del derecho de acción, so pena de 

que las situaciones adquieran firmeza y no puedan ser ventiladas en vía 

judicial.”(…) 

Teniendo en cuenta lo manifestado por el Consejo de Estado, se evidencia que 

la caducidad supone un ejercicio oportuno de la acción, en esos términos en el 

caso que nos ocupa el Departamento de Boyacá no hizo presentación en 

tiempo de la acción y pretende que con presentar una nueva solicitud 

reiterando lo manifestado anteriormente se renueven los términos. 

Siguiendo la línea del Consejo de Estado en Sentencia del 6 de agosto de 

2009, Rad No. 25000-23-25-000-2005-03749-01(1267-07), Consejero 

Ponente Víctor Hernando Alvarado Ardila, este señala “La fijación de un 

término dentro del cual es posible ejercer el derecho de acción se constituye 



 

en un instrumento que salvaguarda la seguridad jurídica y la estabilidad de las 

relaciones entre individuos, y entre estos y el Estado. El derecho al acceso a la 

administración de justicia, garantizado con el establecimiento de diversos 

procesos y jurisdicciones, conlleva el deber de un ejercicio oportuno, razón por 

la cual, se han establecido legalmente términos de caducidad para racionalizar 

el ejercicio del derecho de acción, so pena de que las situaciones adquieran 

firmeza y no puedan ser ventiladas en vía judicial” 

Así las cosas, se tiene que la institución de la caducidad tiene como uno de sus 

objetivos la seguridad jurídica. En el caso que nos ocupa acceder a las 

pretensiones de la demanda e incluso continuar con el litigio implicaría una 

vulneración a la misma, pues dejaría como precedente que basta con la 

presentación de una nueva solicitud que implique la emisión de una nueva 

resolución con la que se pretenda la declaratoria de nulidad de resoluciones 

para las cuales la acción ya caducó con anterioridad y de las cuales se 

originaron efectos jurídicos que adquirieron firmeza.  

Por lo anteriormente expuesto, solicito al despacho declare la caducidad de la 

acción teniendo en consideración que las situaciones jurídicas que se 

originaron con la emisión de las resoluciones base del litigio ya se encuentran 

en firme y que el ejercicio no oportuno por parte del demandante no es óbice 

para que se genere una situación de inseguridad jurídica. 

3. PRESUNCION DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. 

  

Las decisiones contenidas en los Actos Administrativos por parte de la UGPP 

han sido tomadas con base en la documentación que reposa en la entidad, una 

vez cumplidos los requisitos de ley para su formación, por lo que adquieren 

fuerza obligatoria y gozan de presunción de legalidad. 

 

Sin embargo, los actos administrativos, como decisiones unilaterales de la 

Administración encaminadas a producir efectos jurídicos, son susceptibles de 

judicialización por parte de la jurisdicción a través de las acciones establecidas  

en el CPACA., pero se resalta que se encuentran amparados por la presunción 

de legalidad derivada del sometimiento coercitivo de la actividad administrativa 

al ordenamiento jurídico, propio de los Estados Sociales de Derecho y, por lo 

mismo, su control judicial se encuentra sujeto a una carga procesal de 

alegación por parte de quien pretenda desvirtuar la presunción, demarcando 

de esa forma tanto el terreno de defensa para el demandado como el ámbito 

de análisis para el juez y el alcance de su decisión. 

 

4. BUENA FE DE LA UGPP  

Mi poderdante en todas y cada una de sus actuaciones legales, actúa bajo el 

principio de buena, y en este asunto, en cumplimiento de dicho precepto legal 

acata en su integridad la normatividad vigente para efectos de reconocimiento 

de derechos pensionales. Al respecto la Corte Constitucional, ha manifestado lo 

siguiente:  

 

El principio de la buena fe es también principio del derecho laboral, ha sido 

incluido en el Código sustantivo del trabajo, en el Articulo 55 y aparece en la 

jurisprudencia laboral desde la época del Tribunal Supremo del trabajo: “El 

principio de la buena fe, que no es nuevo sino que data de las mejores 

tradiciones romanas, debe presidir de la ejecución de los contratos, incluido el 

del trabajo”. Sentencia esta proferida el 09 de febrero de 1949 y que llega 

hasta analizar no solo la buena fe sino la mala fe, en los siguientes términos: 

 



 

La mala fe ha dicho la Corte Suprema de Justicia – debe ser la deducción 

acertada hecha sobre la plena comprobación de hechos precisos de naturaleza 

incompatible con la “bona fide”, como lo sería, en tratándose de la buena fe 

contractual, la demostración evidente de una visible ventaja pecuniaria en una 

negociación celebrada con un incapaz, que mostrara un aprovechamiento 

deshonesto del estado de inferioridad en que ocurrió una de las partes en su 

celebración, es decir, la prueba de que se abusó de un estado de debilidad 

para obtener un indebido e injusto provecho, apreciable en el desequilibrio de 

los valores. Sin olvidar tampoco que la calificación de la fe jurídica, el rigor con 

el que se exige o es exigible la buena fe en los negocios de hecho, conformada 

probatoriamente y adoptada en las situaciones particulares en cada caso. 

 

Según lo anterior, la buena fe en la labor misional de UGPP, surge 

precisamente de la estricta aplicación de la constitución, la ley y la 

jurisprudencia, que permiten conceder o negar prestaciones ajustadas a 

derecho, por lo cual, existiendo la presunción de legalidad del acto que 

garantiza la seguridad jurídica en la decisión prestacional, tal circunstancia 

permite revestir además bajo la egida de la buena fe, el reconocimiento o 

negación pensional, por lo que es de carga exclusiva del demandante, 

controvertir tanto la presunción legal del acto, como la buena fe de la entidad 

administradora pensional en la decisión. 

 

5. PRESCRIPCIÓN 

 

Sin que de ninguna manera se entienda reconocidos los hechos y las 

pretensiones de la demanda, se propone la excepción de prescripción frente a 

cualquier derecho que eventualmente se hubiese causado a favor de la 

demandante y que de conformidad con las normas legales y con las pruebas 

aportadas al plenario se reconozca en la sentencia, causados con anterioridad 

a tres años, contados desde la presentación de la demanda, conforme lo 

establece el artículo 488 del C.S.T., en concordancia con el artículo 151 del 

C.P.T. y S.S. 

 

Sustento la presente excepción además de los artículos citados en precedencia 

en la jurisprudencia de la H corte constitucional, sentencia C-624 de 2003, y la 

sentencia de la H corte suprema de justicia sala de casación laboral, 

expediente L-8109-96 que me permitió transcribir en su aparte pertinente, así: 

 

(…) “No obstante, así reitero la corte, una vez más, la 

imprescriptibilidad del derecho a reclamar una pensión. 

 

“pero, como ha sido objeto de aclaraciones en las anteriores 

oportunidades, la imprescriptibilidad de la pensión se refiere al 

derecho en sí mismo, pero no en lo atinente a las mesadas 

pensionales dejadas de cobra, las cuales se someten a la regla general 

de prescripción de las leyes sociales de tres (3) años, prevista en el 

artículo 151 de decreto –ley 2158 de 1948 (…) 

 

(…) ahora bien, como la pensión de jubilación es vitalicia, la jurisprudencia 

laboral ha encontrado, con acierto, que el derecho a ella no prescribe, y 

que solo a las mesadas, una tras otra consideradas, puede aplicarse este 

medio de extinción de las obligaciones. Corte suprema de justicia- sala de 

casación laboral, EXP L-8109-96 M.P German Valdés Sánchez”. (…) 

 

6. INNOMINADA O GENÉRICA. 



 

 

De conformidad con lo establecido por el artículo 282 del C.G.P., solicito al 

Despacho que de encontrar probados hechos que constituyan excepción los 

declare probados a favor de mi poderdante. 

 

PRUEBAS 

DOCUMENTALES:  

 

- Las emitidas por la entidad que represento y que obren dentro del 

traslado de la demanda y las que se acompañen con el presente escrito, 

Expediente administrativo 1 Cd. Que contiene todos los actos 

administrativos emitidos por la entidad, así como las solicitudes 

realizadas por el demandante y demás entidades vinculadas. 

 

OTRAS PRUEBAS OFICIOSAS. 

 

Las que el Despacho a su cargo, considere decretar para obtener la certeza 

jurídica suficiente al momento de proferir Sentencia.  

 

 

ANEXOS 

 

1. Escritura Publica No. 0604 del 12 de Febrero de 2020 

2. Resolución 2011 del 12 de Diciembre de 2019, correspondiente al 

nombramiento del Dr. Luis Garavito como Director Jurídico de la UGPP, la cual 

está contenida en la misma escritura. 

3. Acta de Posesión No. 127 del 12 de Diciembre de 2019, que corresponde a la 

posesión del Dr. Luis Garavito como Director Jurídico de la UGPP, la cual está 

contenida en la misma escritura. 

4. Certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de 

Comercio de Bogotá, de la firma Viteri Abogados en la que consta la 

representación legal en cabeza del suscrito, la cual está contenida en la misma 

escritura. 

5. Tarjeta Profesional del Dr. Omar Andrés Viteri Duarte. 

6. Sustitución debidamente otorgada del Dr. Omar Andrés Viteri Duarte  

7. Tarjeta Profesional de la suscrita apoderada. 

8. Los documentos aludidos como prueba. 

 

NOTIFICACIONES 

 

A la ejecutante y a su apoderado(a) en la dirección aportada en la demanda.  

UGPP se notifica en la Av. Carrera 68 No. 13 – 37 en Bogotá, correo: 

notificacionesjuidicialesugpp@ugpp.gov.co, gerencia@viteriabogados.com, 

laurafp@viteriabogados.com, oviteri@ugpp.gov.co. 

 

El (la) suscrito(a) apoderado(a) se notifica en la Carrera 7ª No 17-01 Oficina 

423 – 424 Edificio Colseguros Carrera Séptima o en la secretaría del despacho. 

 

Atentamente,  

 

mailto:notificacionesjuidicialesugpp@ugpp.gov.co
mailto:gerencia@viteriabogados.com
mailto:laurafp@viteriabogados.com


 

Señores 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO - ORAL SECCION SEGUNDA 
M.P. LUIS ALBERTO ALVAREZ PARRA 
 
PROCESO:               25000234200020180023400 
DEMANDANTE:  DEPARTAMENTO DE BOYACÁ 
CAUSANTE:                  JOSE CRISANTO SOLANO  C.C. 4.125.242   
DEMANDADO:  Unidad Administrativa Especial De Gestión Pensional Y  
                                       Contribuciones Parafiscales - Ugpp 
Asunto:              Solicitud reconocimiento de personeria 
 
OMAR ANDRES VITERI DUARTE, mayor de edad, vecino de Bogotá, identificado como aparece al pie 
de mi firma, en mi calidad de representante legal de la firma VITERI ABOGADOS S.A.S., conforme 
consta en el Certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio de 
Bogotá, atentamente me permito aportar y manifestar lo siguiente:  
 
Teniendo en cuenta el poder general otorgado al suscrito, una vez se reconozca personería, en mi 
calidad de apoderado de la parte demandada Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales - UGPP, 
dentro del asunto de la referencia, atentamente me permito manifestar que sustituyo el poder a mi 
conferido en cabeza de la Dra. LAURA NATALIE FEO PELAEZ, C.C. 1.018.451.137 de Bogotá, T.P. 
318.520 del C.S de la J., para que me represente, asistan e intervengan en el proceso y realicen las 
actuaciones necesarias para la defensa de Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales - UGPP. 
 
Mis apoderados sustitutos cuentan con las mismas facultades otorgadas al suscrito en el poder inicial, 
con excepción de la facultad de sustituir, la cual requiere autorización expresa del suscrito. 
 
En consecuencia, solicito comedidamente al Despacho lo siguiente: 
 
Solicito al señor Juez reconocer personería adjetiva al Dra. LAURA NATALIE FEO PELAEZ, para los fines 
del poder conferido. 
 
        
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

 

 
 










































